	Fecha
	20 de febrero de 1919
	Sesión número
	12

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Zoila Guardia Tinoco de Volio

	Tutelado: Arturo Volio Jiménez

	Recurrido: Juez General Militar de Instrucción

	Objeto del recurso: La recurrente reclama que su esposo, el tutelado, se encuentra detenido como acusado de supuesto tráfico de armas para organizar una rebelión. 

	Respuesta del recurrido: Al recurrente se le está indagando por su aparente relación con un cargamento de armas capturado por el Gobierno.

	Parte dispositiva
	Con lugar. El Juzgado Militar sólo es competente para delitos de sedición y rebelión, o para actos cometidos por militares en servicio activo. El tutelado no se encuentra en ninguno de los dos casos, pues el hecho que le atribuyen no es típico del delito de rebelión.


N° 12
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las dos de la tarde del veinte de febrero de mil novecientos diecinueve. Asistieron los señores Magistrados: Esquivel (Presidente), Brenes, Jiménez, Dávila, Vargas Pacheco, Zelaya, Rodríguez, Vargas Quesada y Solórzano, y los Conjueces Licenciados Cleto González Víquez y Vidal Quirós Escalante.
Artículo Único
Fue examinado el recurso de Hábeas Corpus interpuesto por la señora ZOILA GUARDIA TINOCO de VOLIO, vecina de Cartago, a favor de su esposo el Licenciado don ARTURO VOLIO JIMÉNEZ, mayor, casado, abogado y de su propio domicilio. Alega la recurrente que su esposo fue reducido a prisión en esta ciudad el día diez del mes de enero último, en calidad de reo político, al principio en la Segunda Sección de Policía, trasladado luego al Cuartel Bella Vista y de allí a la Penitenciaría, en donde permanece incomunicado en un calabozo; que con el fin de coartar el recurso de Hábeas Corpus que se impone en este caso, el Juez de Instrucción General Militar don Enrique Cordero dictó auto de detención provisional contra su esposo por posible complicidad en la compra de seis rifles que la policía decomisó en casa de doña Elena Gargollo viuda de Jiménez, los cuales pertenecieron a un tal Juan de Dios Morales, de oficio sastre, quien declaró que los había adquirido por encargo y con dinero de un español llamado José Rafel, quien a su vez ratificó el, aceptó y asumió él solo la responsabilidad que pudiera caberle en el hecho; que incidentalmente Morales dijo que suponía que tales rifles iban destinados a Cartago para don Arturo Volio; y esta suposición de Morales ha sido bastante pretexto para capturar a su marido y mantenerlo aherrojado durante cuarenta días. El señor Juez Instructor ni siquiera se dignó recibir la declaración indagatoria. Se conformó con mandar al Secretario a hacer a su esposo ciertas preguntas insustanciales, ajenas al decomiso de las armas, y a prometer al detenido que más tarde vendría el propio Juez Cordero a explicarle la situación. Aún se le espera…; que solicitó entonces su esposo un careo con el testigo Morales, pero el Jefe de la Penitenciaría le manifestó que no podía recibirle ninguna petición porque seguía incomunicado; que se le niega, pues, el derecho de defensa, que es inherente a la justicia humana, y de acuerdo con lo expuesto y con los incisos tercero y cuarto del artículo 8° de la Ley de Hábeas Corpus, 21, 24, 25, párrafo segundo, 27, 28, 30 y 31 de la Constitución Política, pide se decrete la cancelación de la orden de arresto de su esposo y se le mande poner en libertad. La recurrente alegó además violación manifiesta, por parte del Juez Instructor, de los artículos 274, 278, 279, 308 Y 318 a 321 del Código de Procedimientos Penales; y que como quiera que los hechos relacionados acusan de parte de dicho Juez una conducta irregular, pide también que al resolver el recurso se ordene además pasar certificación en lo conducente a la Sala Segunda de Apelaciones con el carácter de denuncia formal, que hace de los delitos de prisión arbitraria y prevaricato cometidos en daño de su esposo, para lo que proceda. Pedido informe al señor Juez General Militar de Instrucción, dio el que dice: “Sr. Srio. de la Corte Suprema de Justicia. Por vía de informe tengo el honor de acompañar la certificación adjunta. El 13 de enero se me comunicó que el señor Volio se encontraba detenido a mi orden en la Penitenciaría, lo que me evitó ordenar la detención o captura ordenadas en el auto trascrito. Respetuosamente, Enrique Cordero. San José, Feb. 20 1919”. La certificación acompañada dice así: “Julio Cordero Jouel – Secretario del Juzgado General Militar de Instrucción, CERTIFICA: que en la sumaria que por rebelión se instruyó en este Juzgado contra varios individuos, se encuentran las diligencias que literalmente dicen: ‘Juzgado General Militar de Instrucción. San José, a las doce del día diez de enero de mil novecientos diecinueve. En las presentes diligencias de instrucción seguidas con motivo de la aprehensión y decomiso de una caja conteniendo seis rifles sistema Máuser, efectuada por la policía el día ocho del mes en curso entre nueve y diez de la mañana en esta ciudad. Resultando: que practicadas las investigaciones correspondientes, aparece de ellas que son responsables del delito, por haber ellos mismos confesado, los individuos Juan de Dios Morales, único apellido, y José Rafel Simón, ambos mayores de edad, casados, sastre y comerciante, respectivamente, y ambos de este vecindario. Resultando: que de las actuaciones aparece también que han tenido participación en el hecho los señores David Bonilla Moya, Arturo Volio Jiménez y Santiago Chamberlain. Considerando: que por propia confesión de Morales y Rafel aparece demostrada su responsabilidad en el hecho que se persigue. Considerando: que el sumario arroja indicios vehementes de tener participación en el delito Arturo Volio Jiménez, Víctor Bonilla Moya y Santiago Chamberlain. Considerando: que por las razones expuestas cabe ordenar la detención provisional de los indiciados. Por tanto: y de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 307 del Código de Procedimientos Penales, se decreta la detención provisional de los indiciados Juan de Dios Morales, único apellido, José Rafel Simón, alias “Pescador”, Arturo Volio Jiménez, David Bonilla Moya y Santiago Chamberlain. Expídanse las órdenes correspondientes. Enrique Cordero. Julio Cordero, Srio.’ – A las nueve de la mañana del día catorce de enero de mil novecientos diecinueve, notifiqué en la Cárcel de Varones de esta ciudad al indiciado, Licenciado Arturo Volio Jiménez, el auto de detención provisional dictado a las doce del día diez del corriente; quedó entendido y firma: Fco. Fernández J., Arturo Volio’. En la ciudad de San José, a las dos de la tarde del día quince de enero de mil novecientos diecinueve. Constituido el infrascrito Juez en el local de la Penitenciaría con el objeto de recibirle declaración al Licenciado don Arturo Volio Jiménez, y estando presente lo impuso de la obligación en que está de decir verdad cuando fuere interrogado por autoridad competente, y siéndolo por su nombre y demás calidades, dijo: que se llama como queda dicho, de treinta y dos años de edad, casado, Abogado, nacido en Cartago, en donde es vecino y habita en casa propia. Fue examinado así: Juez: -¿Sabe Ud. o presume el motivo porque está detenido y se le recibe esta declaración? Declarante: - Hasta ayer no sabía a punto fijo el motivo de mi detención; suponía que fuera para impedir la celebración de los funerales en sufragio del alma de mi hermano Alfredo, que un grupo de amigos de la ciudad de Cartago quiere hacerle allá y que se interpelan como manifestación política por algunos altos miembros del Gobierno; pero ayer se me notificó el auto de detención provisional por el cual supe que el Gobierno ha decomisado una caja con varios rifles y que las personas que la traían y confesaron ser sus dueños me enredan a mí en alguna forma en ese asunto. Juez: Dígame usted,  ¿qué persona tomará parte activa en un movimiento contra el Gobierno en estos últimos días? Indiciado: No sé nada. Ignoro siquiera que haya existido un movimiento contra el Gobierno en estos últimos días; al contrario, todo parecía en perfecta calma y la vida normal se ha desarrollado sin ninguna alteración. Juez: ¿Sabe Ud. qué persona comisionara estos días a un español llamado José Rafel Simón, alias Pescador y vendedor de pescado, para la compra de armas? Indiciado: No sé. Juez: ¿Sabe Ud. qué persona suministraría el dinero para la compra de tales armas? Declarante: Nada absolutamente sé de lo que se me pregunta. En este estado se suspende esta declaración para continuarla después si fuere necesario, y leída que le fue, la ratificó y firma Enrique Cordero, Arturo Volio’. Es conforme. Dada en la ciudad de San José a las cuatro de la tarde del día diecinueve de febrero de mil novecientos diecinueve. Julio Cordero”. 

Puesto a discusión el asunto y después de una exposición hecha por el señor Magistrado Vargas Pacheco sobre las razones que había para establecer, de previo, que al hecho imputado en el auto de detención está, según la Constitución Política de la República, fuera de la jurisdicción militar, razones que fueron secundadas por varios de los señores Magistrados, se tuvo en consideración:
1° Que conforme al inciso 1° del artículo 8° de la Ley N° 4 de 13 de noviembre de 1909, que reglamenta el ejercicio del Recurso de Hábeas Corpus, al resolverse este el Tribunal examinará “si la autoridad cuya orden origina el recurso tenía jurisdicción por razón del delito o falta que se imputa o por tazón de la persona, para dictar la detención o restricción de la libertad”.
2° Que el cargo atribuido al señor Volio que ha originado su detención consiste, según se desprende de la certificación acompañada, en la participación que pudiera tener con motivo de la aprehensión y decomiso de una caja conteniendo seis rifles Máuser.

3° Que ese hecho, en cuanto a su carácter delictivo, sería de competencia de las autoridades comunes, porque no están sujetos a la jurisdicción militar sino los delitos de sedición y rebelión, y los de cualquier clase que cometan los individuos del Ejército que se hallaren en servicio activo, de acuerdo con el párrafo segundo del artículo 25 de la Constitución Política; y el detenido en este caso ni se halla en servicio, ni el hecho que se le atribuye constituye el delito de rebelión, el cual conforme al artículo 154 del Código de Justicia Militar consiste en el alzamiento en armas contra la Constitución del Estado o contra el Gobierno legítimo.
4° Que careciendo por consiguiente el Juez Militar de jurisdicción por razón de delito, para conocer del hecho atribuido al señor Volio, el Hábeas Corpus procede y debe ordenarse su libertad de acuerdo con el artículo 9° de la Ley citada; en consecuencia, por unanimidad de votos se declaró con lugar el recurso de que se ha hecho mérito, y se ordenó la libertad del citado señor Volio. Se acordó, además, remitir copia del escrito de la recurrente a la Sala Segunda de Apelaciones para lo que haya lugar.
